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Moderador
Notas de la presentación
Buenas tardes, tras la presentación de mis compañeras, me voy a centrar en la Atención a las personas dependientes. 



Presentación basada en los estudios: 
• Martínez, R., Roldán, S. y Sastre, M. (2018). La atención a la dependencia en España. Evaluación del Sistema 

actual y propuesta de implantación de un Sistema basado en el derecho universal de atención suficiente por 
parte de los servicios públicos. Papeles de Trabajo del Instituto de Estudios Fiscales, 5/2018.

• http://www.ief.es/docs/destacados/publicaciones/papeles_trabajo/2018_05.pdf

• Martínez, R., Pazos, M., Roldán, S. y M. Sastre, M. (2019). Atención a la dependencia: ¿es posible atender 
las necesidades y asegurar los derechos de todas las personas implicadas?: Servicios Sociales y Política 
Social Vol XXXVII Nº 120: Nuevas Políticas Sociales. ISSN 1130-7633. 

• Navarro, V., & Pazos, M. [coordinadores] (2020). El Cuarto Pilar del Estado del Bienestar: una propuesta 
para cubrir necesidades esenciales de cuidado, crear empleo y avanzar hacia la igualdad de género. 
Documento de Trabajo de la Universidad Pompeu Fabra. 
de: https://www.upf.edu/documents/3943251/0/INFORME+-
+4%C2%BA+Pilar+del+Estado+del+Bienestar/80828c07-ae14-8419-2225-f18c2744fb93

• Sastre, M., Martínez, R. y S. Roldán, S., & Sastre, M. (2020). El cuidado de las personas mayores 
dependientes en España: una necesidad social postergada. Documentación Social. Octubre 2020. 
https://www.documentacionsocial.es/6/a-fondo/el-cuidado-de-las-personas-mayores-dependientes-en-
espana-una-necesidad-social-postergada

• Martínez, R., Roldán, S., & Sastre, M. (2020). “Dependencia, territorio y desigualdad”, en Ayala, L. & Ruiz-
Huerta, J. [dirs.], Cuarto Informe sobre la Desigualdad en España (próxima publicación), F. Alternativas.
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Notas de la presentación
Para ello me basaré principalmente en el estudio realizado hace dos años con Rosa Martínez y Susana Roldan para el Instituto de Estudios Fiscales, a raíz de una propuesta de María Pazos, en ese momento era la directora de la línea de investigación sobre Igualdad de Género de esta institución. El trabajo fue publicado por el IEF y está disponible en su web. 

En este trabajo revisábamos el funcionamiento del SAAD y realizábamos una propuesta de modelo alternativo de mayor cobertura y suficiencia, y que además evitase algunos de los problemas de diseño que actualmente limitan sus logros. El trabajo, y no es cuestión sencilla, evaluaba también los costes y retornos del sistema, aunque fuese condicionada a supuestos y de modo preliminar.

A partir de este trabajo, hemos realizando otros estudios, cuyas referencias podéis ver en la pantalla, que abordan diversos aspectos de la atención a la dependencia, o que han actualizando los datos y revisando los supuestos de partida, y cuyos resultados presentaré en esta presentación. 

http://www.ief.es/docs/destacados/publicaciones/papeles_trabajo/2018_05.pdf
https://www.upf.edu/documents/3943251/0/INFORME+-+4%C2%BA+Pilar+del+Estado+del+Bienestar/80828c07-ae14-8419-2225-f18c2744fb93


La Atención a la Dependencia
• Envejecimiento de la población: logro social 
• Atención a la Dependencia: Necesidad Social Acuciante
• Cambios sociales (laborales, culturales, familiares)  necesidad de 

revisar el modelo tradicional de atención 
• El modelo de atención a la dependencia gran impacto sobre:

• Empleo, producción, igualdad de género 
• Bienestar de las personas dependientes, sus familias y las personas que 

trabajan en el sistema.
• Consecuencias negativas de políticas inadecuadas (Informes UE, OCDE, OMS, 

etc.).
• Sistema público de cuidados que, por su naturaleza, no pueden 

cubrirse de manera privada  CUARTO PILAR DEL ESTADO DEL 
BIENESTAR

Moderador
Notas de la presentación
El envejecimiento de la población, o visto de una manera más positiva, el alargamiento de la esperanza de vida ha hecho aumentar el número de personas que precisan recibir asistencia y cuidados a la dependencia en algún momento de ciclo vital, que ahora es mucho más largo. y las previsiones sugieren que la demanda de cuidados seguirá creciendo en el futuro.

Estamos, por tanto, ante una necesidad social acuciante, que por su naturaleza no puede ser fácilmente cubierta de forma privada por parte de los individuos afectados o sus familiares. 

Por su parte los cambios sociales tanto de modelo familiar como laborales o culturales, hacen que no sea viable pensar que ese cuidado de cada vez más mayores pueda ser resuelto de forma privada en el ámbito familiar y ponen de manifiesto la necesidad de revisar el modelo tradicional de cuidados que recae principalmente en las familias, en concreto en las mujeres. 

Informes recientes de organismos internacionales han alertado de la necesidad de organizar y financiar adecuadamente los sistemas nacionales de atención a la dependencia, señalando claramente las consecuencias negativas de no hacerlo (o hacerlo mal), en términos de eficiencia económica, nivel de empleo, igualdad de género y bienestar de las personas atendidas/familias y personas que trabajan en el sistema. Existe consenso en la idea de que los cuidados de larga duración y la atención a la dependencia deben formar un “cuarto pilar” del Estado de Bienestar, consolidando un conjunto de derechos sociales esenciales en los países avanzados.






• Sistema Español de Atención a la Dependencia
• Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 

situación de Dependencia.
• Baja prioridad política. Insuficiente financiación 
• No garantiza atención adecuada. Problemas de diseño.
• Baja cobertura del sistema e insuficiente acción protectora.
• Listas de espera.
• Inequidades territoriales
• Problemas de diseño. 

• Importantes implicaciones de género:
• Falta de alternativa real al modelo tradicional basado en el cuidado familiar informal altamente

feminizado. 
• Impacto en brecha de ocupación, salarial y de pensiones, costes de salud física y mental.
• Especialmente lesivo para las familias de menor nivel socioeconómico.

La Atención a la Dependencia

Moderador
Notas de la presentación
El tema es aún mucho más importante si cabe en España, un país a la cabeza en esperanza de vida y a la cola en fecundidad, donde el sistema de Atención a la dependencia se ha implantado tarde (ley de dependencia 2006).

La aprobación en 2006 de la Ley 39/2006, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en situación de Dependencia (LAPAD), puso en marcha un sistema público homologable al de otros países desarrollados, que en la práctica ha sido muy limitado. 
El resultado ha sido un sistema claramente insuficiente e infra-financiado (“low cost”, se dice a veces), se mire con el indicador que se mire (grado de cobertura, intensidad protectora, listas de espera…), así como graves problemas de diseño, entre los que destaca la prioridad dada a las prestaciones económicas por cuidados en el entorno familiar, una prestación que debería ser “excepcional” y se ha convertido en la pieza “estrella” del sistema. Las deficiencias del sistema de cuidados han resultado más patentes tras la irrupción de la pandemia.  

La cuestión, además, tiene claras implicaciones de género, ya que un sistema insuficiente supone una falta de alternativa real el modelo tradicional basado en el cuidado familiar, que generalmente recae en las mujeres, con el consiguiente impacto negativo en términos de brecha de ocupación, salarial y de pensiones futuras, salud, etc. 
Y todo esto es especialmente lesivo para las familias de menor nivel socioeconómico, que no disponen de recursos para pagar soluciones privadas.




La Atención a la Dependencia: grandes cifras (31-12- 2019) 

Fuente: SISAAD (cifras a diciembre 2019) y XX Dictamen ADGSS
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Notas de la presentación
Unas breves pinceladas sobre la situación del sistema a finales de 2019. 

Los datos básicos de cobertura del Sistema muestran la existencia de importantes necesidades de cuidado de las personas dependientes no cubiertas por el sistema actual. A los dependientes efectivamente atendidos (1,15 millones), habría que añadir las personas con dependencia reconocida pero no atendidas (“limbo”), unas 270.000 personas adicionales, así como las personas potencialmente dependientes cuyos expedientes están en proceso de tramitación (cerca de 160.000). Esta estimación representa claramente el mínimo de personas a atender por el sistema. 
A la cifra anterior, que recoge los solicitantes de atención a la dependencia, habría que sumar una cifra desconocida de “no solicitantes”, personas con necesidad de cuidado, pero que no han solicitado la ayuda. ya sea por desconocimiento del sistema la complejidad administrativa y los largos tiempos de espera así como la existencia de copagos que, para determinados perfiles, pueden resultar disuasorios. Estimar esa cifra es complicado, Según estimaciones basadas en la Encuesta Nacional de Salud de 2017 y bajo diversos supuestos obtendríamos una cifra global de dependientes potenciales de 1,9 millones de personas. Esto implicaría pasar de una situación en la que el sistema de Atención a la dependencia proporciona cuidados a cerca del 2,3% de la población total a atender al 4,1% de la población total. 

Por tanto, mejorar la cobertura actual del sistema requeriría además de proporcionar servicios a las personas en lista de espera y con expedientes en proceso de valoración (unas 430.000) y mejorar la intensidad y adecuación de la atención prestada, incluir en el sistema a unas aproximadamente 400.000 personas dependientes que no han solicitado la ayuda por diversas razones.







La Atención a la Dependencia: grandes cifras (31-12- 2019) 

Año 2019 Total
Millones de euros Porcentaje

Coste total1 9.336 100%
Aportación personas 

usuarias al coste (copago) 1.840 20%

Fuente: SISAAD (cifras a diciembre 2019) y XX Dictamen ADGSS
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Notas de la presentación
Ante la falta de datos oficiales sobre el coste global del sistema de dependencia, las estimaciones apuntan a que actualmente la política de Cuidados de Larga Duración supone un coste total de unos 9.336 millones de euros, de los cuales aproximadamente un 80% corren a cargo de las Administraciones públicas, siendo el 20% restante asumido por los beneficiarios del sistema a través del denominado copago. Esta cifra implica un coste medio por dependiente para el año 2019 (en el que se atendió a un promedio de 1.085.690 personas) de unos 8.600 euros/año, de los cuales aproximadamente 1.695 euros/año los paga el propio usuario y los 6.904 euros/año restantes serían gasto público.




El Gasto en Atención a la Dependencia: Comparación Internacional
OECD. Gasto en Cuidados de Larga Duración como % del PIB. 2017 
Long-term care expenditure (health and social components) by government and compulsory insurance schemes, as a 
share of GDP, 2017 (or nearest year).
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Notas de la presentación
Es importante poner estas cifras en contexto. El Gasto en España está todavía por debajo del promedio de gasto público en atención a la dependencia en los países de la OCDE (aproximadamente un 1,7% del PIB)  y muy por debajo del esfuerzo realizado por países como Holanda, Noruega y Suecia, países cuyo gasto público en atención a la dependencia se sitúa entre el 3,2 y el 3,7% del PIB. 





Estructura de las ayudas a finales de 2019
Número de ayudas vigentes a 31-12-2019

Ayuda a domicilio 250.318

Teleasistencia 246.617

Atención residencial 170.785

Centro de día/noche 96.748

Promoción autonomía y prevención dependencia 60.438

Ayudas monetarias

Prestación cuidado familiar (PECEF) 426.938

Prestación vinculada a servicio (PEVS) 151.340

Prestación asistente personal (PEAP) 7.837

TOTAL 1.411.021
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Notas de la presentación
Los servicios previstos para atender a las personas dependientes incluyen la teleasistencia, la ayuda domiciliaria, los centros de día/ noche y la atención residencial, además de actuaciones preventivas y de refuerzo de la autonomía. 

Adicionalmente, existen tres tipos de ayudas económicas reguladas en la LAPAD: una para la contratación de un asistente personal (dirigida especialmente a los dependientes en edad activa), otra vinculada a la contratación de servicios de cuidado privados, para utilizar únicamente cuando no sea posible el acceso a un servicio público o concertado de atención y cuidado, y una última denominada prestación económica para cuidados en el entorno familiar (PECEF), diseñada en principio para un uso excepcional, pero que alcanzó finalmente un protagonismo excesivo y difícil de revertir en la práctica. 

La Tabla muestra el tipo de ayudas vigentes al finalizar 2019, en la antesala de la pandemia. 

La prestación más numerosa era la de cuidados en el entorno familiar, que, pese a su carácter teóricamente excepcional, aún recibían casi cuatro de cada diez beneficiarios. Este hecho constituye una de las principales disfunciones del sistema, ya que supone dejar en manos de las familias la responsabilidad del cuidado a cambio de una prestación muy exigua que, además, tiene un negativo impacto de género, pues la mayor parte del cuidado sigue siendo realizado por mujeres. 

Para las Administraciones Públicas constituye una solución de bajo coste, como muestra el dato pero estas ayudas, cuya cuantía media es de 247 euros/mes. 

Corregir esta situación requeriría una mayor inversión en servicios de proximidad (ayuda domiciliaria y centros de día), recursos actualmente infradotados y con baja intensidad horaria (la ayuda a domicilio proporcionada no supera las 12,5 horas semanales para un gran dependiente, la situación más extrema), así como ampliar la oferta de atención residencial para los casos más graves.

La atención residencial representa la situación opuesta a la PECEF: solo un 16% de los beneficiarios reciben cuidados en residencias públicas o concertadas, y las plazas disponibles en España por cada mil personas de 65 años son inferiores a las existentes en la mayoría de los países europeos (OCDE, 2019) y no cubren la demanda efectiva de atención residencial, por lo que algunas administraciones autonómicas han optado por potenciar (como situación transitoria o incluso definitiva) la prestación vinculada al servicio (PEVS), que fue concedida al 13% de los beneficiarios en 2019. Estas ayudas para residencias tienen una
cuantía media de unos 550 euros al mes, por lo que las familias tienen que aportar de su bolsillo una
parte sustancial del coste del cuidado (ADGSS, 2020).

La calidad de la atención residencial prestada a nuestros mayores ha estado en el punto de mira 
desde hace tiempo, cobrando un especial protagonismo durante la pandemia. el modelo de
atención no se ha renovado ni adaptado a las necesidades y preferencias de las personas mayores y
sus familias, y existe un escaso control de la calidad de la atención prestada (comidas, espacios,
atención sanitaria, ocio, etc.). Esto último resulta crucial si tenemos en cuenta que el sector público
gestiona directamente solo una minoría de centros, pese a financiar (aunque de forma insuficiente)
más de la mitad de las plazas disponibles, según los datos del IMSERSO.



Evolución desde enero 2020: 
Impacto COVID-19

Se reduce el “limbo” de la dependencia sin 
que aumenten los beneficiarios

Menos solicitudes recibidas y menos 
resoluciones realizadas

Moderador
Notas de la presentación
La pandemia llego a España en un momento en el cual las cifras de la atención a la dependencia
parecían mostrar una nueva ralentización, debido al retraso en la aprobación de los aumentos
presupuestarios requeridos para agilizar y mejorar el sistema. En este contexto, resulta de interés
analizar el efecto de la crisis del COVID sobre las grandes cifras del SAAD. Los datos de gestión más
recientes del SAAD, aunque insuficientes para conocer a fondo el impacto real de la pandemia,
sugieren ya algunos efectos importantes al menos en tres ámbitos: las solicitudes recibidas y
resueltas, las prestaciones reconocidas y concedidas, y la estructura de las ayudas otorgadas.
a) Menos solicitudes recibidas y resoluciones
El Gráfico 2 muestra que se ha producido un importante retroceso en los ocho meses transcurridos
desde finales de enero hasta finales de agosto, tanto en las solicitudes como en las resoluciones de
expedientes de valoración.

b) Se reduce el “limbo” de la dependencia sin que aumenten los beneficiarios
La valoración de este descenso en la lista de espera debe hacerse con cuidado en un contexto de
caída en el número de solicitudes, que implica menos presión sobre el sistema. Además, la
disminución del limbo se debe, en parte, a los numerosos fallecimientos ocurridos en el período
considerado. El número de personas beneficiarias de ayuda es actualmente inferior en
unas 10.000 personas al existente a finales del mes de marzo, lo que implica que las personas
fallecidas no han sido ni siquiera reemplazadas por las que están en lista de espera. Esto parece mostrar un recorte encubierto de los servicios de atención a la dependencia.

b



Evolución desde enero 2020: 
Impacto COVID-19

• Aún menos servicios y más cuidado 
familiar.

• Alarma social ante la precariedad del 
modelo de atención residencial. 

Ayuda a 
Domicilio

Centros 
Día/Noche

Atención 
Residencial

Prestación 
vinculada al 

servicio

Prestación 
cuidados 
entorno 
familiar

Enero 2020 250.982 96.501 170.587 150.982 427.953
Febrero 2020 251.812 96.527 171.119 152.650 429.060
Marzo 2020 249.883 96.171 168.888 153.361 431.383
Abril 2020 246.904 95.401 163.429 153.889 432.522
Mayo 2020 243.508 94.649 157.045 152.012 434.964
Junio 2020 243.917 93.709 154.924 153.010 439.579
Julio 2020 245.390 92.720 155.405 154.517 443.200
Agosto 2020 246.080 91.978 155.786 154.279 443.133
Variación 
enero/agosto -4.902 -4.523 -14.801 +3.297 +15.180
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Notas de la presentación
Menos servicios públicos y más cuidado familiar
Desglosando por tipo de prestación o servicio se aprecia un claro retroceso de la atención
residencial, con cerca de 15.000 usuarios menos en los meses considerados (una caída de casi un 9%
sobre la cifra inicial), habiéndose reducido también en cierta medida el número de servicios de
Ayuda a Domicilio y, sobre todo, la atención en Centros de Día. Paralelamente, ha aumentado en más
de 15.000 el número de ayudas económicas para el cuidado en el entorno familiar y en más de 3.000
las ayudas para la contratación de servicios privados.

En definitiva, en el actual contexto de crisis sanitaria se ha optado de nuevo por favorecer las
PECEF en detrimento de los servicios profesionales. Como han señalado recientemente Navarro y
Pazos (2020), durante el confinamiento no solo no se fortalecieron los servicios públicos de cuidado,
sino que muchos se suspendieron. 



Diagnóstico: ¿Qué falla en el sistema actual?
• La actual emergencia social acentúa el déficit estructural en materia de atención a la 

dependencia. 
• Cobertura insuficiente:

• El SAAD atiende actualmente al 2,3% de la población (1,1 millones de personas) 
• La demanda potencial estimada ronda el 4,1% de la población (1,9 millones de personas).

• Prestaciones inadecuadas:
• Servicios públicos (ayuda a domicilio, centros del día, residencias) insuficientes e infradotados, con 

copagos excesivos. 
• Casi 4 de cada 10 dependientes atendidos a través de la PECEF: cuidado familiar compensado solo por una 

ayuda monetaria muy baja (media= 250 €/mes).

• El sistema actual, pese a establecer el derecho de las personas dependientes a ser 
atendidas, no garantiza una atención suficiente y de calidad, vulnerando los derechos de las 
personas implicadas.

• Parece imprescindible una transformación radical del modelo actual y el diseño de un nuevo 
sistema que subsane las deficiencias del actual. 

Moderador
Notas de la presentación
La actual emergencia social acentúa el déficit estructural en materia de atención a la dependencia
en nuestro país. Según los datos de la OCDE (2019), España dedica solamente el 0,7% del PIB a
cuidados de larga duración (frente al 3,2% de Suecia, el 1,9% de Francia o el 1,5% de Alemania) y la
situación sanitaria ha puesto de manifiesto la urgencia de desarrollar estos servicios esenciales que
constituyen el Cuarto Pilar del Estado del Bienestar. 
El sistema presenta una cobertura insuficiente y unos servicios inadecuados. El sistema actual, pese a establecer el derecho de las personas dependientes a ser atendidas, no garantiza una atención suficiente y de calidad, vulnerando los derechos de las personas implicadas.
Parece imprescindible una transformación radical del modelo actual y el diseño de un nuevo sistema que subsane las deficiencias del actual. 




Hacia otro modelo de atención a la dependencia:

12

SAAD

Derecho 
subjetivo 

(real)

Basado en 
servicios

PúblicoSuficiente

Universal

IGUALDAD DE 
GÉNERO 

EQUIDAD 
INTERTERRITORIAL

Moderador
Notas de la presentación
En esta parte realizamos una propuesta que implica una transformación radical del Sistema actual de AD. 

Al igual que la Ley General de Sanidad de 1986 supuso un cambio fundamental en el sistema sanitario español, y términos como universalidad del derecho a la asistencia que suenan hoy familiares, eran completamente nuevos hace treinta años, es preciso superar la concepción dominante en lo que respecta a la atención a la dependencia y apostar por un sistema público que garantice dicha atención como un derecho fundamental. 

En definitiva, que la AD constituya realmente el cuarto pilar del Estado de Bienestar, junto a la educación, la sanidad y las pensiones. 

El sistema ha de basarse en servicios prestados directamente por el sector público, ha de estar dotado de los recursos económicos necesarios y es fundamental que garantice una cobertura universal y suficiente, y de calidad. 

También es fundamental que se garantice la equidad interterritorial y la igualdad de género, ofreciendo alternativas reales y efectivas al cuidado informal prestado en el seno del hogar, fundamentalmente por parte de mujeres de la propia familia, garantizando que dichos cuidados no sean necesarios. 
 A continuación se explica brevemente el contenido general de los principios mencionados.



Hacia otro modelo de atención a la dependencia:
• Hacia un sistema universal, público, adecuado y suficiente y basado en 

servicios públicos que garantice la equidad de género y la equidad 
interterritorial

1. Universalizar la cobertura:
- Atender a las personas en lista de espera y en proceso de valoración (unas 

430.000).
- Incluir a los beneficiarios potenciales que no han solicitado ayuda (unas 400.000 

personas).
2. Aumentar la intensidad protectora:

- Aumentar la intensidad de la ayuda prestada (p.e. horas de AD, plazas C.Día, atención 
residencial…).

3. Basado en servicios públicos
- Sustituir prestaciones monetarias por servicios públicos directos.
- Empleo público. Mejorar la gestión de los servicios y las condiciones de trabajo. 

4. Financiación de los cuidados con cargo a impuestos 
- Eliminar los copagos por el cuidado (pago de los gastos de alojamiento y manutención).
- Eliminar los gastos fiscales (regresivos)

Moderador
Notas de la presentación
 A continuación se explica brevemente el contenido general de los principios mencionados.
Consideramos que el sistema debe basarse en los principios básicos de: i) carácter público, ii) universalidad, iii) cobertura y atención
suficiente, iv) prestación directa de servicios, v) empleo público, vi) gratuidad del cuidado, vii)
equidad de género, y viii) equidad interterritorial[2].

Todo ello requiere aumentar la inversión social y modificar el uso de los recursos públicos, para garantizar la universalidad real, aumentar la intensidad protectora y financiar con cargo a impuestos, sin copagos excluyentes, los cuidados
ofrecidos por el sistema, cubriendo la participación de los usuarios los costes de alojamiento y manutención que entrañan las soluciones institucionales (centros de día, residencias, etc.), siempre en función del nivel de renta de los beneficiarios. Personas con rentas bajas: Ayudas para financiar alojamiento y manutención


Paralelamente, es preciso reforzar y diversificar la oferta pública de servicios.

 El sistema propuesto excluye los pagos monetarios directos a los dependientes y sus cuidadores informales, por tratarse
de uno de los elementos del diseño actual que más ha distorsionado su funcionamiento. 



Estimación del coste del sistema  propuesto:
Personas 
atendidas

Coste total Coste público

Situación actual (Diciembre 2019) 1.115.000 9.336 mill. € 7.496 mill. €
0,6% PIB

Escenario 1: 
Eliminando la lista de espera y sustituyendo 
prestaciones por servicios
Incremento Gasto Público (s/sit.inicial)

1.385.000 14.009 mill. €
11.164 mill. €

0,9% PIB
3.668 mill. €

Escenario 2: 
Ampliando cobertura a beneficiarios potenciales y 
sustituyendo prestaciones por servicios.
Incremento Gasto Público (s/sit.inicial)

1.941.000 19.640 mill. €

15.651 mill. €
1,3% PIB

8.155 mill. €

Escenario 3: 
Atención a toda la población dependiente aumentando 
la intensidad protectora del sistema 
Incremento Gasto Público (s/sit.inicial)

1.941.000 27.916 mill. €

19.175 mill. €
1,5% PIB

11.680 mill. €

Fuente: Navarro, V. y M.Pazos (cords). 2020
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Notas de la presentación
¿Cuánto costaría un modelo como el propuesto?
Vamos a presentar las estimaciones que hemos realizado sobre coste de un modelo como el propuesto basándonos en los costes medios por servicio, bajo diversos supuestos de cobertura e intensidad protectora a las personas dependientes. Los detalles se pueden encontrar en el trabajo coordinado por V.Navarro y M.Pazos, cuya ref. se puede encontrar al inicio de esta presentación. 

Las estimaciones se realizan para un horizonte temporal de 10 años y Hemos estimado el incremento en el gasto público en atención a la dependencia en tres escenarios que implican aumentos progresivos en cobertura e intensidad protectora del sistema. 

El primer escenario implica ….. Y tiene un coste total de …. Millones de euros, 

Es importante poner estas cifras en contexto. Pese al esfuerzo presupuestario que esta propuesta implica, la cifra resultante (1,5% del PIB) está todavía por debajo del promedio de gasto público en atención a la dependencia en los países de la OCDE (aproximadamente un 1,7% del PIB)  y muy por debajo del esfuerzo realizado por países como Holanda, Noruega y Suecia, países cuyo gasto público en atención a la dependencia se sitúa entre el 3,2 y el 3,7% del PIB. 
 
Obviamente, el coste de un sistema de atención a la dependencia público, universal, suficiente y basado en la prestación de servicios es superior al del sistema actual, pero creemos no resulta inasumible si se tienen en cuenta los retornos económicos y financieros y se revisan simplifican los numerosos incentivos fiscales relacionados con la discapacidad y la dependencia que actualmente socavan la recaudación fiscal. Y el potencial de creación de empleo del sistema. 




• 1. Efectos sobre el empleo.
• Por cada millón de euros de gasto público, el sector de la atención a la 

dependencia genera más de 37 empleos directos a t/c estables, no 
deslocalizables y no contaminantes (Estimación del XX Dictamen AGDSS)

• Incorporación al empleo de las actuales cuidadoras familiares (equidad de 
género).

• Empleos indirectos.
• Potencial crecimiento del empleo asociado al incremento de la demanda 

agregada.

Impactos y Retornos económicos y sociales
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Moderador
Notas de la presentación
Estamos hablando de incrementos muy importantes en el Gasto público, que también suponen una importantísima Oportunidad de generación de actividad económica y empleo.

El XX Dictamen de la AGDSS estima que, por cada millón de euros de gasto público, el sector de la atención a la dependencia genera más de 37 empleos directos a tiempo completo, estables, no deslocalizables y no contaminantes. 

la creación de empleo asociada a un aumento presupuestario en atención a la dependencia depende en gran medida del modelo adoptado y varía mucho entre Comunidades Autónomas. 

Por otra parte, el hecho de que la mayor parte de las cuidadoras sean mujeres, y su posible incorporación al mercado laboral, tiene una importancia fundamental en la configuración de un sistema de cuidados que contribuya positivamente a la igualdad entre hombres y mujeres. Asimismo, las AAPP deberían mejorar la calidad del empleo en los servicios de atención a la dependencia, a través de mejoras en las condiciones laborales y un incremento de la cualificación y formación de las personas trabajadoras. 

 




• 2. Retornos financieros.
• Disminución prestaciones por desempleo asociadas.
• Aumento cuotas a la Seguridad Social por el empleo generado.
• Aumentos potenciales en la recaudación de IVA, IRPF, IS.
• Tasa de retorno utilizada* (conservadora): 40% 

• Cerca de un 40% del gasto en dependencia retorna al sector público en forma de 
cotizaciones sociales y recaudación impositiva.

• 3. Retornos sociales
• Contribución a la igualdad social y de género.
• Mejora calidad de vida de familiares y dependientes.
• Mejora de las condiciones profesionales 

Impactos y Retornos económicos y sociales

17

Moderador
Notas de la presentación
Los aumentos del gasto público asociados al cambio de sistema se compensarán en parte con ahorros por la previsible disminución el gasto en prestaciones por desempleo o prestaciones sociales, el aumento de ingresos por Cotizaciones Sociales asociadas al empleo generado, así como el aumento de los ingresos procedentes de impuestos (como IVA, IRPF o Impuesto de sociedades). Los escasos estudios realizados sobre los retornos del sistema nacional de dependencia coinciden en señalar que la atención a la dependencia, además de un reto, supone una oportunidad, al tratarse de una inversión productiva generadora de actividad económica y empleo. 

En nuestro estudio, hemos utilizado las estimaciones del dictamen de la AEDGSS de 2020 señala la importante capacidad del sistema de atención a la dependencia para obtener retornos por cotizaciones e impuestos directos, estimando una tasa de retorno del 40,4%, es decir, casi un 40% del gasto público en dependencia retorna al sector público en forma de cotizaciones sociales y recaudación impositiva.  




Los gastos fiscales como fuente de financiación 
de la atención a la dependencia 

• Numerosos impuestos cuentan con gastos fiscales 
relacionados con la discapacidad, la edad avanzada o la 
dependencia.

• Son incentivos fiscales no siempre justificados y 
generalmente regresivos.

• Solo en IRPF, la eliminación de estos gastos fiscales 
supondría unos ingresos adicionales de entre 1.580 millones 
y 2.700 millones de euros (según los incentivos eliminados).

Moderador
Notas de la presentación
En la actualidad existen diversas prestaciones y gastos fiscales que cubren objetivos similares al SAAD, que cabría vertebrar e integrar mejor en la financiación de un SAAD como el propuesto. 

En el sistema tributario, existen beneficios fiscales relacionados con la dependencia, la discapacidad y la edad avanzada en impuestos como el IVA o el Impuesto de Sucesiones y Donaciones, pero los más relevantes y los que resultan relativamente más sencillos de estimar son los incorporados al IRPF. Estos gastos fiscales representan una menor recaudación para la Hacienda Pública, lo que les hace equivalentes a partidas de gasto público directo, de ahí su denominación.
 
Asimismo, es importante destacar que, por regla general, tanto el número de personas beneficiarias de gastos fiscales estimados como la ganancia media crece con la renta, lo que muestra su carácter eminentemente regresivo, incluso si no se tienen en cuenta que los individuos en situación de dependencia que no tienen obligación de tributar por el IRPF no se benefician en modo alguno de dichos gastos fiscales. 

Dependiendo de las partidas estimadas, estos gastos fiscales en el IRPF estarían entre los 1.580 millones de euros (si no se incluyen los incrementos en los mínimos personales y familiares de los que se benefician los contribuyentes mayores de 65 y 75 años y aquellos con ascendientes mayores de 65 años) y los 2.700 millones de euros anuales. De manera que una reforma fiscal que redujese sustancialmente las numerosas, inconexas y a menudo regresivas desgravaciones fiscales relacionadas con la edad, la dependencia y la discapacidad podría lograr un ahorro fiscal muy importante que teniendo en cuenta los retornos, podría llegar a rebajar sustancialmente la necesidad de recursos adicionales. 

 
En el IRPF español los gastos fiscales relacionados con la dependencia, la vejez y los cuidados de larga duración se pueden agrupar en cuatro tipos: (i) reducciones en la base imponible, (ii) mínimos personales y familiares, (iii) deducciones autonómicas, y (iv) deducciones en la cuota diferencial del impuesto, que tienen la característica de ser impuestos negativos, pudiéndose solicitar el cobro anticipado de dichas cuantías. El trabajo mencionado analiza el impacto de cada una de las partidas por separado sobre la recaudación para ver posteriormente su impacto conjunto. La estimación de los gastos fiscales se ha realizado a partir del microsimulador del IRPF del Instituto de Estudios Fiscales, aplicando la normativa del ejercicio 2016 sobre la muestra de declarantes del ejercicio 2011. Véase de Martínez, Sastre y Roldán (2018) para más detalle.
Estas cifras se han obtenido aplicando a los resultados obtenidos para 2016 la tasa de crecimiento de los ingresos tributarios por IRPF. A ellos habría que sumar ciertas partidas cuya cuantía resulta difícil de estimar y que se han excluido del cálculo.



Situación inicial 
(Dic. 2019) Escenario 1 Escenario 2 Escenario 3

Gasto Público % del PIB 0,60% 0,90% 1,30% 1,50%
Incremento de Gasto Público respecto 
a situación inicial (millones de €) (A) 3.668 8.155 11.680

Retornos asociados al incremento de 
Gasto Público (millones de €) (B) 1.482 3.295 4.719

Ahorro fiscal por eliminación de gastos 
fiscales (discapacidad, edad avanzada,  
dependencia (millones de €) (C)

Entre 1.580 y 
2.700

Entre 1.580 y 
2.700

Entre 1.580 y 
2.700

Entre 1.580 y 
2.700

INCREMENTO NETO EN EL GASTO 
PÚBLICO
(millones de €) (A) - (B) - (C)

Entre -514 y 
606

Entre 2.160 y 
3.280

Entre 4.261 y 
5.381

EMPLEOS PÚBLICOS CREADOS Entre 136.000 
y 183.000

Entre 302.000 
y 408.000

Entre 432.000 y 
584.000

Síntesis de Resultados:

Fuente: Navarro, V. y M.Pazos (cords). 2020

Moderador
Notas de la presentación
Hemos estimado el incremento en el gasto público NETO en atención a la dependencia en tres escenarios que implican aumentos progresivos en cobertura e intensidad protectora del sistema, así como el potencial de generación de empleo y los retornos económicos asociados al incremento de gasto. 
Para no aburrir con los datos me centraré en el Escenario 3. 




Síntesis de Resultados Escenario 3:

Ahorro Gastos fiscal IRPF (eliminación desgravaciones…)
Entre 1.580 y 2.700 millones de €

Retornos fiscales por impuestos y cotizaciones sociales
4.719 millones de €

Incremento total en el Gasto Público 
11.680 millones de euros 

Empleo generado
432.000-584.000 empleos a tiempo completo

Incremento Neto  Gasto Público 
Entre 4.261 y 5.381 millones de euros 

Moderador
Notas de la presentación
El incremento en gasto público necesario en el escenario 3 (unos 11.680 millones de euros), supone una oportunidad, al tratarse de una inversión productiva generadora de actividad económica y empleo. Dicha inversión tendría unos retornos estimados cercanos a 4.700 millones de euros, es decir, casi un 40% del gasto público en dependencia retorna al sector público en forma de cotizaciones sociales y recaudación impositiva. Teniendo en cuenta los beneficios fiscales en el IRPF como potencial vía de financiación, el incremento NETO en gasto público necesario se reduciría a una cuantía estimada entre los 4.200 y 5.300 millones de euros. Implementar un incremento de gasto público de esta cuantía en un plazo temporal de 10 años, supondría una cuantía cercana a los 500 millones de euros de aumento presupuestario anual como media (sin tener en cuenta el posible aumento en la población dependiente debido al envejecimiento de la población). 
No menos importante es el potencial del sistema para la creación de empleo público de calidad, no deslocalizable y no contaminante. Según las estimaciones realizadas, un sistema como el propuesto supondría una creación adicional de entre 432.000 y 583.000 empleos públicos a tiempo completo. 




Reflexión Final
• El coste de un sistema de atención a la dependencia público, 

universal, suficiente y basado en la prestación de servicios 
públicos es superior al del sistema actual, pero no resulta 
inasumible si se tienen en cuenta los retornos económicos y 
financieros y se revisan los numerosos incentivos fiscales 
relacionados con la discapacidad y la dependencia que 
actualmente socavan la recaudación fiscal.

• Es en último término la sociedad, la que debe decidir qué 
modelo de protección de la dependencia quiere y cuál es el 
precio que está dispuesta a pagar.

Moderador
Notas de la presentación
Para revertir la situación se necesitan recursos económicos, pero también prioridad política. 
El coste de un buen sistema de atención a la dependencia es obviamente superior al del modelo actual,
pero es asumible si se tienen en cuenta los importantes retornos en términos de empleo, económicos
y financieros y se revisan los incentivos fiscales relacionados con la discapacidad y la dependencia.
Es en último término la sociedad, a través del sistema político, la que debe decidir qué modelo de
protección de la dependencia quiere y cuál es el precio que está dispuesta a pagar.
Son cifras, difíciles de asumir a corto plazo, pero resulta razonable si el cambio de sistema se implementa en un plazo temporal de unos 10 años, con un plan de choque para las mejoras más prioritarias.




La Atención a la Dependencia: Evolución 2008-2019
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Notas: Datos a 31 de diciembre salvo para el año 2020 (datos a 31 de marzo). 
Fuente: Elaboración propia con datos procedentes del SISAAD).

Moderador
Notas de la presentación
El Gráfico 1 permite apreciar las distintas etapas de desarrollo del sistema a partir de 2008, primer año con datos. La fase inicial fue de puesta en marcha y expansión del sistema, llegando a superar en 2011 el millón de dependientes reconocidos y unos 740.000 atendidos. 

La evolución global positiva se trunca en el período 2012-2014, trienio que supone una auténtica paralización del sistema, con un recorte de recursos y reformas restrictivas encaminados a reducir el gasto. 

A partir de ese momento la cifra de personas atendidas se estancó, debido a cambios normativos y procedimentales que ralentizaron las nuevas entradas y al retraso en la incorporación al sistema de los dependientes moderados (los de menor nivel de dependencia dentro de los grados con derecho a atención). El número de dependientes con derecho reconocido a la espera de recibir atención (el llamado limbo de la dependencia), se redujo en estos años debido fundamentalmente al freno a las nuevas entradas. 

A partir de 2015, el número de beneficiarios volvió a crecer, hasta superar el millón de personas en el año 2017. El sistema se reactiva con la incorporación de los dependientes de grado I al sistema, si bien la lista de espera alcanza su máximo histórico a finales de 2016, con casi 350.000 personas. 

En ese mismo año la mayoría de las fuerzas parlamentarias suscriben el Pacto de Estado por la Dependencia, en el que se acuerda un aumento de la financiación y la reversión de algunas de las medidas restrictivas aplicadas en 2012. Parece clara la necesidad de dotar de más recursos al sistema, cuya puesta en marcha estuvo lastrada por la crisis económica y los recortes sociales. 

Desde el año 2018, sin embargo, se aprecia una cierta ralentización, atribuida por los expertos a las sucesivas prórrogas presupuestarias, que han impedido cumplir los aumentos de financiación acordados. 

En ese contexto irrumpe la crisis sanitaria originada por la expansión de coronavirus desde principios del año 2020, cuyo impacto en
las cifras de la dependencia se analizará más adelante. 


La evolución de la lista de espera registrada refleja las distintas fases de avance y freno en el progreso hacia la implantación total del sistema. En este sentido, la reducción de los últimos años tiene distinto carácter a la experimentada en el período 2012-2014, cuando se debió más al fallecimiento de personas a la espera de recibir prestaciones que al aumento en el número de beneficiarios atendidos.




Evolución desde enero 2020: 
Impacto COVID-19

Moderador
Notas de la presentación
La pandemia llego a España en un momento en el cual las cifras de la atención a la dependencia
parecían mostrar una nueva ralentización, debido al retraso en la aprobación de los aumentos
presupuestarios requeridos para agilizar y mejorar el sistema. En este contexto, resulta de interés
analizar el efecto de la crisis del COVID sobre las grandes cifras del SAAD. Los datos de gestión más
recientes del SAAD, aunque insuficientes para conocer a fondo el impacto real de la pandemia,
sugieren ya algunos efectos importantes al menos en tres ámbitos: las solicitudes recibidas y
resueltas, las prestaciones reconocidas y concedidas, y la estructura de las ayudas otorgadas.
a) Menos solicitudes recibidas y resoluciones
El Gráfico 2 muestra que se ha producido un importante retroceso en los ocho meses transcurridos
desde finales de enero hasta finales de agosto, tanto en las solicitudes como en las resoluciones de
expedientes de valoración.

b) Se reduce el “limbo” de la dependencia sin que aumenten los beneficiarios
La valoración de este descenso en la lista de espera debe hacerse con cuidado en un contexto de
caída en el número de solicitudes, que implica menos presión sobre el sistema. Además, la
disminución del limbo se debe, en parte, a los numerosos fallecimientos ocurridos en el período
considerado. El número de personas beneficiarias de ayuda es actualmente inferior en
unas 10.000 personas al existente a finales del mes de marzo, lo que implica que las personas
fallecidas no han sido ni siquiera reemplazadas por las que están en lista de espera. Esto parece mostrar un recorte encubierto de los servicios de atención a la dependencia.

b



Evolución desde enero 2020: 
Impacto COVID-19

• Aún menos servicios y más cuidado 
familiar.

• Alarma social ante la precariedad del 
modelo de atención residencial. 

Ayuda a 
Domicilio

Centros 
Día/Noche

Atención 
Residencial

Prestación 
vinculada al 

servicio

Prestación 
cuidados 
entorno 
familiar

Enero 2020 250.982 96.501 170.587 150.982 427.953
Febrero 2020 251.812 96.527 171.119 152.650 429.060
Marzo 2020 249.883 96.171 168.888 153.361 431.383
Abril 2020 246.904 95.401 163.429 153.889 432.522
Mayo 2020 243.508 94.649 157.045 152.012 434.964
Junio 2020 243.917 93.709 154.924 153.010 439.579
Julio 2020 245.390 92.720 155.405 154.517 443.200
Agosto 2020 246.080 91.978 155.786 154.279 443.133
Variación 
enero/agosto -4.902 -4.523 -14.801 +3.297 +15.180

Moderador
Notas de la presentación
Menos servicios públicos y más cuidado familiar
Desglosando por tipo de prestación o servicio se aprecia un claro retroceso de la atención
residencial, con cerca de 15.000 usuarios menos en los meses considerados (una caída de casi un 9%
sobre la cifra inicial), habiéndose reducido también en cierta medida el número de servicios de
Ayuda a Domicilio y, sobre todo, la atención en Centros de Día. Paralelamente, ha aumentado en más
de 15.000 el número de ayudas económicas para el cuidado en el entorno familiar y en más de 3.000
las ayudas para la contratación de servicios privados.

En definitiva, en el actual contexto de crisis sanitaria se ha optado de nuevo por favorecer las
PECEF en detrimento de los servicios profesionales. Como han señalado recientemente Navarro y
Pazos (2020), durante el confinamiento no solo no se fortalecieron los servicios públicos de cuidado,
sino que muchos se suspendieron. 



Vinculadas al servicio, por asistencia 
personal, por cuidados en el entorno 

familiar 
Desaparecen

SISTEMA ACTUAL PROPUESTA

PRESTACIONES ECONÓMICAS

Servicios Públicos

Amplia oferta. Aumentar la intensidad protectora. Propuestas 
innovadoras que satisfagan necesidades diversas

Moderador
Notas de la presentación
Sistema basado en servicios: El sistema de atención debe basarse en el desarrollo de una estructura adecuada de servicios a las personas dependientes provistos por parte de entidades públicas sin necesidad de recurrir a los actuales servicios prestados por entidades concertadas, y no en prestaciones económicas o beneficios fiscales. 

Existen varias razones que justifican esta decisión. Entre ellas, cabe destacar la mejor garantía del destino adecuado de los recursos públicos, la mayor calidad de la atención prestada y el mayor potencial de creación de empleo. Asimismo, un sistema basado en servicios podría evitar las situaciones de gran precariedad en las que se encuentran las cuidadoras familiares ocasionadas por las prestaciones económicas por cuidados en el entorno familiar y las empleadas de hogar. 
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Cuidadoras Familiares

Producción Pública a 
cargo de CCAA y 

Corporaciones Locales
EMPLEO PÚBLICO DE 

CALIDAD

SISTEMA ACTUAL PROPUESTA

PROVISIÓN / PRODUCCIÓN 

Producción Pública

LAS CC.AA Y CORPORACIONES LOCALES ENCARGADAS DE LA 
PLANIFICACIÓN Y PRESTACIÓN EFECTIVA DE LOS SERVICIOS 

Moderador
Notas de la presentación
Empleo público: La atención a los dependientes debe ser prestada por personal empleado por las Administraciones Públicas, independientemente del lugar de atención (residencias, propio domicilio, otros centros). Con ello, además de mejorar la calidad de la atención recibida, se contribuye positivamente a la generación de más y mejor empleo.
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Administraciones Públicas Administraciones Públicas

SISTEMA ACTUAL PROPUESTA

Personas beneficiarias: 
Copago por alojamiento y 

manutención
Personas beneficiarias: 

Copago por Cuidado, Alojamiento 
y manutención

FINANCIACIÓN

Personas con rentas 
bajas: Ayudas para 

financiar alojamiento y 
manutención

MARCO ESTATAL DE REGULACIÓN, COORDINACIÓN Y SUPERVISIÓN QUE 
GARANTICE EQUIDAD INTERTERRITORIAL Y RECURSOS SUFICIENTES

Moderador
Notas de la presentación
Financiación del sistema: El sistema propuesto requiere delimitar correctamente los costes asociados al cuidado de personas dependientes, que se financiarían en su totalidad con cargo a los presupuestos públicos, sin ningún tipo de copago por parte de las personas beneficiarias, separándolos de otros gastos asociados, como los de alojamiento y manutención, que correrían a cargo de los usuarios. 
Organización del sistema: El sistema propuesto debe contar con un marco estatal de regulación, coordinación y supervisión que garantice la equidad interterritorial fijando unos estándares adecuados de atención, así como unos recursos suficientes. Las CCAA y las Corporaciones Locales deben ser las entidades encargadas de la planificación y prestación efectiva y eficiente de los servicios de cuidado.  




• Sistema Español de Atención a la Dependencia
• Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a 

las personas en situación de Dependencia.
• Financiación: 

• Administración Central y Comunidades Autónomas
• Copago usuarios

• Servicios:  
• Teleasistencia, ayuda domiciliaria, los centros de día/ noche y la atención residencial, 

actuaciones preventivas y de refuerzo de la autonomía. 
• Prestaciones:

• Prestación económica para cuidados en el entorno familiar y cuidadores no profesionales.
• Prestación económica vinculada al servicio.
• Prestación económica de asistencia personal.

La Atención a la Dependencia

Moderador
Notas de la presentación
El tema es aún mucho más importante si cabe en España, un país a la cabeza en esperanza de vida y a la cola en fecundidad, donde el sistema de Atención a la dependencia se ha implantado tarde (ley de dependencia 2006) y se ha ido poniendo en práctica con mucha demora en el tiempo, debido a la crisis económica y la prioridad política tras la entrada en el gobierno del PP.

España inició tardíamente la cobertura de esta necesidad social. Como en otros regímenes de bienestar familistas, el cuidado de las personas dependientes descansaba tradicionalmente en las familias, con una participación creciente de trabajadoras domésticas de origen extranjero contratadas generalmente en condiciones precarias. con un apoyo residual de los servicios sociales a las personas carentes de recursos En suma, un cuidado básicamente informal y muy feminizado, con escasa presencia de la atención profesional y muy baja financiación pública. 

La aprobación en 2006 de la Ley 39/2006, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en situación de Dependencia (LAPAD), puso en marcha un sistema público homologable al de otros países desarrollados, que en la práctica ha sido muy limitado. sistema encaminado a garantizar, como derecho subjetivo, el cuidado de las personas que, por su edad y/o situaciones de enfermedad o discapacidad, necesitan ayuda para realizar las actividades básicas de la vida diaria (alimentarse, vestirse, desplazarse, etc.) y las actividades instrumentales (comprar, cocinar).
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